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VÍCTIMA / INDEMNIZACIÓN / PRIORIZACIÓN / NUEVA VALORACIÓN EN RAZÓN AL NUEVO DESPLAZAMIENTO / CONFIRMA -  En el presente asunto considera el accionante que la acción de tutela es procedente para ordenarle a la Unidad de Víctimas que de manera inmediata proceda a reconocerle las ayudas humanitarias a las cuales considera tener derecho al ser víctima por segunda vez consecutiva de desplazamiento forzado. 

A pesar de lo anterior, no puede perder de vista la Colegiatura que por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de las ayudas humanitarias o indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, especialmente porque en ese tipo de casos hay un sinnúmero de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, lo cual requiere de un amplio estudio que dentro del plazo perentorio de la acción de tutela no es viable su realización. 

Además, debe decir la Sala que a pesar de lo lamentable de los hechos narrados por el actor, no hay dentro del expediente nada que pruebe realmente el estado de urgencia y vulnerabilidad alegada que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo que utiliza la entidad accionada para identificar los sujetos requirentes de priorización en la entrega de las ayudas, y otorgar por medio de este mecanismo judicial el pago de unos dineros que pertenecen a los recursos del Estado. 

Es así como el permitir que lo deprecado se le otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada en búsqueda de los mismos intereses que el señor Ricardo Mena Mosquera. 

Desde ese punto de vista, considera la Colegiatura que la decisión de primer nivel estuvo acertada al proferir órdenes a la UARIV tendientes a que se esclarezca la situación del accionante, pues si bien se tiene conocimiento de que esa entidad había suspendido la entrega de las ayudas humanitarias que le venía brindando, lo cierto del caso es que, al parecer, el señor Mena Mosquera fue víctima de un nuevo desplazamiento, por lo que deberán ponerse en su conocimiento, tal y como lo señaló la Juez de primer nivel, las alternativas que tiene a su alcance para superar su difícil situación, y por medio de los filtros administrativos usados por la encartada, se determine si hay lugar a brindarle las ayudas humanitarias que solicita, o si ya cumplió con los requisitos para el pago de la reparación administrativa.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor RICARDO MENA MOSQUERA, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 23 de marzo del año que transcurre, mediante el cual tuteló el derecho fundamental al debido proceso del recurrente, con ocasión de la acción de tutela instaurada por él en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, de ahora en adelante UARIV. 
ANTECEDENTES:
El señor Ricardo Mena Mosquera instauró acción de tutela en contra de la UARIV, a quien acusó de vulnerar sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, salud, integridad y seguridad personal, igualdad, debido proceso y mínimo vital, entre otros. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud, fueron sintetizados por el Juzgado de conocimiento así: 
“Refiere el accionante que ha sido desplazado en dos oportunidades, la primera en el año 2011, en esa ocasión debido al conflicto armado tuvo que desplazarse del corregimiento de Ichó a la ciudad de Quibdó en el departamento del Chocó, el segundo se presenta en el año 2017, en donde tuvo que abandonar la ciudad de Quibdó y desplazarse para este municipio debido amenazas de muerte y extorsiones.
En la actualidad reside en una invasión, debe pagar arriendo, no tiene trabajo, vive con su compañera permanente y dos hijos de 6 y 3 años de edad.
De igual manera refiere que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas le suspendió la ayuda en el 2016, no interpuso recurso y considera que teniendo en cuenta que fue víctima de desplazamiento hace poco (2017), debieron brindarle ayuda humanitaria de emergencia la cual debió ser entregada una vez fue incluido en el Registro único de Víctimas y no lo hicieron y las otras prórrogas de ayuda humanitaria o de transición hasta tanto fuera superada su condición de vulnerabilidad.
Por lo anterior solicita que sean tutelados sus derechos fundamentales, que se ordene a la Unidad de Victimas que dentro de un término perentorio le otorgue ayudas humanitarias de transición o prórrogas de manera periódica y cumplidamente hasta que sea superada su condición de vulnerabilidad y de igual manera solicita que la Unidad de Víctimas de manera prioritaria le otorgue vivienda e indemnización por el desplazamiento forzado al que se ha visto sometido.”
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el día 9 de marzo de los cursantes, y ordenó correr traslado del escrito y sus anexos a la accionada por el término de dos días para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 23 de marzo del presente año, tutelar el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular el señor Ricardo Mena Mosquera, y en consecuencia, dispuso en la parte resolutiva de la sentencia, entre otras cosas: 

“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso y en consecuencia se ordena a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que dentro de los diez (10) días hábiles siguientes, a la notificación de esta sentencia, proceda a realizar una nueva valoración de las condiciones cualitativas del núcleo familiar del señor RICARDO MENA MOSQUERA, con el fin de determinar si con su último desplazamiento -año 2017-, sus derechos están siendo o no vulnerados y si se encuentra en situación de debilidad manifiesta, la cual amerite el otorgamiento de ayuda humanitaria.

SEGUNDO: Se requiere a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, para que brinde acompañamiento y asesoramiento al señor RICARDO MENA MOSQUERA, a efectos de acceder oportuna y eficazmente a los programas ofertados por las instituciones que integran el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas respecto de los diferentes proyectos productivos y alternativas de auto sostenimiento, vivienda e indemnización administrativa, debiéndose respetar los turnos y trámites para las correspondientes asignaciones, en virtud de garantizar derechos de terceros.”
Para efectos de tomar una decisión en ese sentido, consideró la Juez de conocimiento que no es posible priorizar a través de este mecanismo excepcional la entrega de la indemnización administrativa que reclama el accionante, teniendo en cuenta, entre otras cosas, el déficit presupuestal en que se encuentra dicha entidad por la enorme cantidad de víctimas que han sido reconocidas con ese status, máxime cuando tal reconocimiento no se le ha negado todavía al señor Mena Mosquera, sino que se están realizando las gestiones del caso para su reconocimiento.  
Sin embargo, teniendo en cuenta que el libelista ha sido víctima de un nuevo hecho de desplazamiento, puntualizó la Juez A Quo, después de hacer referencia a la Sentencia de la Corte Constitucional T-066 de 2017, que sí es necesario que se le realice por parte de la encartada una nueva valoración de su núcleo familiar para determinar si está padeciendo una condición de debilidad manifiesta que amerite la entrega de nuevas ayudas humanitarias, y así se le ordenó entonces en el respectivo fallo. 

IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la anterior decisión, el señor Ricardo Mena Mosquera presentó al Despacho de conocimiento un memorial mediante el cual la impugnó, pues considera que la Juez de primera instancia no dimensionó su manifiesta condición de vulnerabilidad, al ser una persona que ha sufrido dos desplazamientos forzados; por esta razón, considera que a raíz del segundo hecho victimizante debió ser beneficiado automáticamente de las ayudas que por ley le corresponden. 

Desde ese punto de vista, piensa que lo que se debió haber ordenado en el fallo a la entidad accionada, era que se le otorgara atención humanitaria de emergencia y posteriormente atención humanitaria de transición.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico: 

En el presente asunto ocupa a la Sala el establecer si le asiste o no razón al accionante en el sentido de que tiene derecho a ser priorizado por la UARIV para la entrega de ayudas humanitarias dada la situación por la cual está atravesando. 

3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
3.1 Sobre la priorización de casos para la entrega de ayudas humanitarias a las víctimas: 

El Gobierno Nacional, a través de la Ley 1448 de 2011 dictó medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, integrando para ello una serie de instituciones y entidades estatales, quienes a través de un conjunto de medidas de auxilio y atención humanitaria tratan que estas personas superen la situación calamitosa en la que quedan después de verse obligadas a abandonar sus hogares; éstas ayudas se otorgan por etapas.

Sin embargo, se ha reconocido por parte del Estado, sin el ánimo de vulnerar el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 Superior, que dentro de la población desplazada existen personas que se encuentran en ciertas condiciones particulares que hacen necesaria la aplicación de unos criterios diferenciales para la entrega de las ayudas humanitarias:
“ARTÍCULO 13. ENFOQUE DIFERENCIAL. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación integral que se establecen en la presente ley, contarán con dicho enfoque.

El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a mayor riesgo de las violaciones contempladas en el artículo 3o de la presente Ley tales como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, campesinos, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores de Derechos Humanos y víctimas de desplazamiento forzado.

Para el efecto, en la ejecución y adopción por parte del Gobierno Nacional de políticas de asistencia y reparación en desarrollo de la presente ley, deberán adoptarse criterios diferenciales que respondan a las particularidades y grado de vulnerabilidad de cada uno de estos grupos poblacionales.

Igualmente, el Estado realizará esfuerzos encaminados a que las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la presente ley, contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes.”

Ahora, a fin de poder comprender cuándo se considera que un hogar se encuentra en situación de extrema urgencia, el artículo 18 del Decreto 2569 de 2014, estableció:

“SITUACIÓN DE EXTREMA URGENCIA Y VULNERABILIDAD. Se entiende que se encuentran en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad aquellos hogares que por sus características socio demográficas y económicas particulares y por su conformación actual estén inhabilitados para generar ingresos o adquirir capacidades para hacerlo, y no puedan cubrir por sus propios medios los componentes de la subsistencia mínima en materia de alojamiento temporal y alimentación.

 

La situación de extrema urgencia y vulnerabilidad no se considera como una condición definitiva, de manera que esta puede ser superada debido a cambios en la conformación del hogar, o a medida que los miembros del hogar, por sus propios medios o mediante los programas sociales de la oferta estatal, adquieran capacidades que les permitan cubrir, cuando menos, los componentes de la subsistencia mínima.”

3.2 Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

Si bien el Decreto 2591 de 1991 nada indica en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sí se refiere en varios de sus apartes a la necesidad de que se aporten las pruebas suficientes para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por tal motivo tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos. En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del  Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
3.3 Del caso concreto: 
En el presente asunto considera el accionante que la acción de tutela es procedente para ordenarle a la Unidad de Víctimas que de manera inmediata proceda a reconocerle las ayudas humanitarias a las cuales considera tener derecho al ser víctima por segunda vez consecutiva de desplazamiento forzado. 
A pesar de lo anterior, no puede perder de vista la Colegiatura que por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de las ayudas humanitarias o indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, especialmente porque en ese tipo de casos hay un sinnúmero de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, lo cual requiere de un amplio estudio que dentro del plazo perentorio de la acción de tutela no es viable su realización. 

Además, debe decir la Sala que a pesar de lo lamentable de los hechos narrados por el actor, no hay dentro del expediente nada que pruebe realmente el estado de urgencia y vulnerabilidad alegada que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo que utiliza la entidad accionada para identificar los sujetos requirentes de priorización en la entrega de las ayudas, y otorgar por medio de este mecanismo judicial el pago de unos dineros que pertenecen a los recursos del Estado. 
Es así como el permitir que lo deprecado se le otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada en búsqueda de los mismos intereses que el señor Ricardo Mena Mosquera. 
Desde ese punto de vista, considera la Colegiatura que la decisión de primer nivel estuvo acertada al proferir órdenes a la UARIV tendientes a que se esclarezca la situación del accionante, pues si bien se tiene conocimiento de que esa entidad había suspendido la entrega de las ayudas humanitarias que le venía brindando, lo cierto del caso es que, al parecer, el señor Mena Mosquera fue víctima de un nuevo desplazamiento, por lo que deberán ponerse en su conocimiento, tal y como lo señaló la Juez de primer nivel, las alternativas que tiene a su alcance para superar su difícil situación, y por medio de los filtros administrativos usados por la encartada, se determine si hay lugar a brindarle las ayudas humanitarias que solicita, o si ya cumplió con los requisitos para el pago de la reparación administrativa. 
Es suficiente lo dicho hasta ahora, para concluir que la decisión evaluada fue acertada, por lo tanto, se habrá de confirmar en su totalidad.  

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor RICARDO MENA MOSQUERA, ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez
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